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valor único al trienio, y este se multiplique por el
número de trienios de cada miembro del Plan de
Pensiones.

CAPÍTULO II- DERECHOS CONSOLIDADOS

Artículo 26.- Derechos consolidados de los
partícipes.

1. Los derechos consolidados de los partícipes
consistirán en la cuota parte del Fondo de capitaliza-
ción que le corresponda, determinada en función de
las contribuciones y aportaciones, directas e impu-
tadas, y los rendimientos generados por los recur-
sos invertidos, atendiendo, en su caso, a los gastos
y quebrantos que se hayan generado.

2. Los derechos consolidados de los partícipes en
suspenso se verán ajustados por la imputación de
rendimientos que les correspondan durante los ejer-
cicios de su mantenimiento en el Plan.

3. Los derechos consolidados únicamente se
harán efectivos en caso de enfermedad grave o
desempleo de larga duración en las condiciones
previstas en el artículo 26 de estas especificaciones.

4. Los derechos consolidados no podrán ser
objeto de embargo, traba judicial o administrativa
hasta el momento en que se cause la prestación o
se hagan efectivos en caso de enfermedad grave o
desempleo de larga duración.

Artículo 27.- Movilidad de derechos consoli-
dados a otro Plan.

Los derechos consolidados podrán ser moviliza-
dos exclusivamente en los siguientes casos:

a) En caso de terminación del Plan, los derechos
consolidados deberán ser movilizados a otro u otros
planes de pensiones de empleo designados por la
Comisión de Control y, en su defecto, por el partícipe
en los que el trabajador pueda ostentar la condición
de partícipe, o en caso contrario, a planes de
pensiones individuales o asociados.

b) Por extinción definitiva de la relación laboral o
de servicios con el promotor.

c) En el caso de traslado o adscripción a otra
Administración Pública, se podrán movilizar los
derechos consolidados a otro plan de pensiones de
empleo del que sea promotor esa Administración
Pública.

Artículo 28.- Liquidez de derechos consolida-
dos en caso de enfermedad grave o desempleo
de larga duración.

La Comisión de Control podrá autorizar que los
partícipes hagan efectivos sus derechos consoli-
dados en los supuestos excepcionales de enfer-
medad grave o desempleo de larga duración.

1. Se considera enfermedad grave a estos
efectos, siempre que se pueda acreditar mediante
certificado médico expedido por los servicios com-
petentes de las instituciones sanitarias de la
seguridad social o entidades concertadas que
atiendan al afectado:

a) Cualquier dolencia o lesión física o psíquica
que incapacite temporalmente para la ocupación o
actividad habitual de la persona durante un período
continuado mínimo de tres meses, y requiera
intervención clínica de cirugía mayor en un centro
hospitalario o tratamiento en el mismo.

b) Cualquier dolencia o lesión física o psíquica
con secuelas permanentes que limiten parcial-
mente o impidan totalmente la ocupación o activi-
dad normal de la persona afectada, o la incapaci-
ten para la realización de cualquier ocupación o
actividad, requiera o no, en este caso, asistencia
de otras personas para las actividades más esen-
ciales de la vida.

Los supuestos anteriores se reputarán enferme-
dad grave en tanto no den lugar a la percepción por
el partícipe de una prestación de incapacidad
permanente en cualquiera de sus grados, confor-
me al régimen de Seguridad Social, y siempre que
supongan para el partícipe una disminución de su
renta disponible por aumento de gastos o disminu-
ción de ingresos.

El afectado por la enfermedad grave podrá ser el
partícipe, o bien su cónyuge, o alguno de sus
descendientes o ascendientes de aquellos en
primer grado, o persona que, en régimen de tutela
o acogimiento conviva con el partícipe o de él
dependa.

2. Tendrá la consideración de desempleo de
larga duración, a los efectos previstos en este
artículo, la situación legal de desempleo del partí-
cipe durante un período continuado de al menos
doce meses, siempre que estando inscrito en eI
Instituto Nacional de Empleo u organismo público
competente, como demandante de empleo, no
perciba prestaciones por desempleo en su nivel
contributivo, s alvo que deba calificarse como situa-
ción asimilable a jubilación.


